Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 13 minutos) 


La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social del Senado recibe en el día de hoy a los funcionarios de la Administración 
Central, delegados de la Confederación de Organizaciones de Funcionarios del Estado. 


SEÑOR PÉREZ.- En primer lugar, quiero aclarar que aquí está presente la Confederación, representada por quien habla, pero 
también hay compañeros del Departamento de Salud Laboral y Medio Ambiente del PIT-CNT, compañeros de los diques del Estado 
y compañeros de Salud Pública. 


Hemos venido a los efectos de poner a la Comisión en conocimiento de un tema relacionado con las actividades de los respectivos 
lugares de trabajo, pero en el que también tiene mucho que ver el Banco de Previsión Social. 


A continuación hará uso de la palabra el compañero del Departamento de Salud del PIT-CNT y, posteriormente, ahondaremos en la 
temática puntual. 


SEÑOR GRASIDE.- Voy a hacer uso de la palabra como integrante del Departamento de Salud Laboral y Medio Ambiente del PIT- 
CNT. Como bien decía el compañero -esto preocupa a todo el Movimiento Sindical- el problema que vamos a plantear radica en lo 
que clásicamente se ha definido como actividades insalubres y, en particular, el régimen que ha quedado a medio camino en su 
ratificación, tanto por parte del Banco de Previsión Social como, en este caso, de dos instituciones estatales: el Ministerio de Salud 
Pública en su rama de atención psiquiátrica y el Ministerio de Defensa Nacional en materia de diques de la Armada. 


Nuestra preocupación, naturalmente, se debe a que en estos lugares existen evidencias de carácter científico en cuanto a que los 
procesos técnicos de trabajo están implicando daños a la salud de los trabajadores además de los accidentes, ciertas 
enfermedades como silicosis, y aquellas relativas a quienes trabajan en la asistencia del sistema psiquiátrico, problema que 
también tiene que ver con enfermedades o patologías psicológicas y psiquiátricas de los trabajadores. En consecuencia, para el 
movimiento sindical es bien importante que no se hayan resuelto mecanismos de garantías sociales, como el de actividades 
bonificadas o la obtención de mejores condiciones de trabajo, que nosotros, en forma programática, apuntamos a cambiar. Mientras 
tanto, estos trabajadores están sufriendo cada uno de ellos sobre su salud las consecuencias de las condiciones de trabajo que 
existen actualmente. Nos parece relevante, entonces, que los señores Senadores se enteren, a partir de los propios trabajadores 
de esas actividades, cuál es la situación al día de la fecha. 


SEÑORA DA SILVA.- En primer lugar, quiero decir que pertenecemos al Hospital Vilardebó, a la Colonia Santín Carlos Rossi y a la 
Colonia Etchepare. 


Queremos señalar que desde el año 1997 estamos reclamando las jubilaciones bonificadas. Nosotros decimos que es un derecho 
del que se nos excluyó. Las jubilaciones bonificadas fueron establecidas en una ley del año 1940 y -si me equivoco en algún 
número, por favor corrijanme, porque soy enfermera- en la que estábamos incluidos junto con los que trabajan con los infecto - 
contagiosos. Se trata de la Ley N* 9.940, artículo 10, inciso B). En 1979, en el Acto Institucional N* 9 de la dictadura, todas las 
jubilaciones bonificadas fueron eliminadas, aunque en 1984 se restituyeron algunas de ellas como, por ejemplo, las de los 
bioquímicos y derivadas de actividades de estrés; sin embargo, a nosotros no nos consideraron. Luego, en 1990 ó 1995 se formó 
otra comisión, que tampoco nos tomó en cuenta. En 1997, los funcionarios del Hospital Vilardebó, junto con los de las Colonias, 
comenzamos a movilizarnos reclamando ese derecho que nos había sido quitado durante la dictadura. En 1983 ó 1984 se dio la 
jubilación bonificada de dos por uno al Instituto de Higiene, pero nosotros todavía la seguimos pidiendo porque consideramos que 
la necesitamos a causa del estrés que tenemos constantemente al trabajar y al peligro que corremos, no sólo desde el punto de 
vista sicológico, sino físico, que hoy día se ve agravado a causa de la drogadicción. Digo esto porque los pacientes que tratamos 
no son sólo psiquiátricos, sino también drogadictos y todos los días sufrimos graves agresiones. Debería corregirse el organismo, 
pero al no tener una mejora al respecto, reclamamos las jubilaciones bonificadas. 


Nuestra idea era traer todo esto documentado -no encontrábamos los números de las leyes; recién ahora los tenemos- para tener 
una fundamentación real de lo que reclamamos. Entonces, si a los funcionarios del Instituto de Higiene, basándose en la Ley N* 
9.940, artículo 10, inciso B), les devolvieron las jubilaciones bonificadas, nosotros también tendríamos que ser incluidos en esa ley. 


SEÑORA DE GASPERI.- Quisiera hacer una acotación. Mi compañera fundamentó muy bien que esto se hizo por medio de un 
acto institucional de la dictadura y no de un Decreto, y podemos decirlo porque hace horas que estamos en el Parlamento 
estudiando este tema. Si los compañeros del Instituto de Higiene, del área de infecto-contagiosos, lograron recuperar esa ley de 
jubilación bonificada, nosotros que tanto en el Hospital Vilardebó como en la Colonia Etchepare también trabajamos con enfermos 
de Sida, -aparte de trabajar con enfermos siquiátricos y con drogadictos- deberíamos estar comprendidos. Justamente este fin de 
semana hubo una agresión por parte de un paciente VIH positivo hacia uno de los funcionarios, que podría haber sido mucho más 
grave. Por ese motivo, este funcionario está siendo tratado con el Triple Plan, pero increíblemente el Estado no le otorga licencia 
por ello. De todas maneras, repito, más allá de que simplemente tiene un ojo hinchado, como tiene un tajo y fue agredido por un 
paciente con VIH positivo, ya está recibiendo el Triple Plan. Esta situación es prácticamente de todos los días. Por lo tanto, nos 
comprenden las generales de la ley como trabajadores de la salud mental y con infecto-contagiosos. Y a todo esto se suma el tema 
de los presos, que en este momento no quiero abordar. 


SEÑOR PATRONE.- A nosotros nos ocupa un tema muy particular en la colonia Etchepare porque, como saben los señores 
Senadores, dentro de ella tenemos una escuela y una UTU. Los funcionarios de UTU se rigen por nuestra ley, pero están 
amparados por la jubilación bonificada que nosotros estamos reclamando y, hoy por hoy, se están jubilando tranquilamente por 
dicha ley. Sin embargo, como dije, nosotros no estamos comprendidos. 


Además, nos toca vivir otra realidad porque la Colonia Etchepare es abierta e, inclusive, es inmenso el predio que debemos cruzar 
para trasladarnos. 


Por otra parte, quisiera decir que hemos comprobado que el 70% de la gente que se atiende por problemas psiquiátricos son 
funcionarios o ex funcionarios. A esto hay que agregar las personas que padecen problemas psiquiátricos derivados del 
alcoholismo -que es uno de los grandes males que existen- y la automedicación. 


Dentro de nuestras condiciones de trabajo tampoco tenemos saneamiento y la tarea nos resulta muy difícil de realizar; hay gente 
que debe trasladarse quinientos metros para ir de un pabellón a otro y muchas veces a oscuras. En este momento, estamos 
esperando que la Intendencia Municipal de San José -que es a quien le corresponde hacerlo- arregle los casi veinticinco focos de 
luz que están rotos. 


Los señores Senadores podrán preguntarse qué tiene que ver esto con lo que hemos venido a plantear, pero en realidad, todo está 
enrabado y dentro de un círculo de trabajo deplorable. Nos ha llamado siempre la atención que gente de UTU que trabaja dentro de 
nuestro predio se pueda jubilar por esa ley, pero nosotros no lo podamos hacer. 


SEÑOR PÉREZ.- En breves palabras, vamos a ilustrar la otra actividad que queríamos poner en conocimiento de esta Comisión. 


Lo primero que vamos a decir es que esta visita es parte de un proceso que venimos llevando a cabo desde hace más de siete 
años y que se basa en el Decreto N* 502 de 1984 que planteó la posibilidad de hacer los reclamos que correspondieran sobre la 
actividad del polvo de sílice. 


En virtud de esto, queremos poner en conocimiento de ustedes y dejar constancia en esta Comisión de que, en lo que podemos 
denominar como trámite administrativo del reclamo -ya sea con respecto al Banco de Previsión Social, al Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social y, dentro de éste, a la Comisión denominada "del artículo 70", que es la responsable de esto- en determinado 
momento de ese proceso faltó la documentación en cada una de las carpetas de quienes habíamos reclamado en ese sentido. 
Además, también queremos expresar que lo que estamos manifestando en esta Comisión también lo hemos dicho en cada ámbito 
en que nos ha tocado expresar esta problemática. 


Más allá del trámite administrativo, nosotros queremos dejar en claro varias cosas. Al respecto, vamos a dejarles esta 
documentación que tenemos aquí y que tiene que ver con un "dossier" de elementos técnicos, médicos y demás que hablan sobre 
este tema, así como imágenes fotográficas de la actividad que se desarrolla en los diques del Estado y algunos dictámenes del 
propio sector de Medicina Laboral del Banco de Previsión Social, donde se dice que la actividad y el área donde esta se realiza 
están, por supuesto, contaminadas por el polvo de sílice. 


Entonces, en esto nosotros queremos manifestar que, después de siete años de gestiones, ni las autoridades de los diques del 
Estado, ni la Armada Nacional -como patronal- ni el propio Ministerio de Defensa Nacional han tomado las cartas que corresponden 
en el asunto. Por lo tanto, aquí queremos detenernos en un elemento que para nosotros es de los más importantes. Si estamos 
contraponiendo la actividad contra una resolución del Banco de Previsión Social, lo que implicaría confrontar, por un lado, dicha 
actividad y, por otro, los aspectos económicos de la erogación que debería hacer la patronal -llámese Armada Nacional o Ministerio 
de Defensa Nacional- en torno a los aportes especiales, o si vamos a pensar que el Banco de Previsión Social va a tener 
determinadas erogaciones de carácter jubilatorio, nosotros decimos que no puede ser, porque acá lo que está en cuestión es la 
salud de los trabajadores. Podemos decir que desde hace muchísimos años -si tomamos como ejemplo estos siete años de 
trámite- no se ha generado ninguna política para preservar la salud de los trabajadores o para detener su deterioro. Por decir algo, 
hace más de diez años que los trabajadores de los diques del Estado no tenemos ni carné de salud, ni exámenes de rayos X, ni 
nada como para que la Administración hoy pueda decir que la sanidad y la salud de los trabajadores está controlada. Entonces, a 
nosotros eso nos tiene muy preocupados. 


La Comisión de Trabajo y Seguridad Social del Senado conoce esta realidad porque hemos concurrido en varias oportunidades a 
este ámbito. El promedio de edad actual de los trabajadores de los diques del Estado es de 53 años, lo que quiere decir que nos 
estamos quedando sin mano de obra. Este no es un aspecto netamente de jubilación o de servicio bonificado pero hace a la 
estabilidad y a la futura existencia de una industria a nivel estatal, como es la de los diques del Estado. Es en ese sentido que 
queríamos plantear este tema a la Comisión con la intención -dentro de las facultades que le compete- de que ella manifieste lo que 
considere pertinente a las distintas autoridades y al propio BPS que, estimamos, debe tomar una resolución sobre este tema en 
particular para que, quienes actualmente estamos trabajando en los diques del Estado, podamos tener un mejor horizonte. 


Finalizo mi exposición entregando la documentación a los miembros de la Comisión. 


SEÑORA ARISMENDI.- Simplemente, quiero realizar algunas puntualizaciones porque considero que aquí coexisten varios 
problemas. De todas formas, mientras pensaba en los pasos que se podían seguir, concluía que todos son de la órbita de esta 
Comisión porque tienen que ver, de una manera directa o indirecta, con las condiciones laborales y, por lo tanto, con el Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social cuyo equivalente, en el ámbito parlamentario, es esta Comisión. 


El primer tema es el cuidado de la salud de los trabajadores. En este sentido, podemos agregar otras denuncias -sobre las que la 
Comisión tiene conocimiento- de situaciones en las cuales ocurren hechos que se denominan accidentes, pero que en realidad no 
lo son. Se considera "accidente" cuando ocurre algo a pesar de que se tomaron todas las medidas para que no exista un riesgo. 
Sin embargo, cuando no se toma ninguna medida de protección, no es un accidente. Esto es lo que decíamos hace poco con 
respecto a la empresa de Fray Bentos. Desde el punto de vista de la prevención de enfermedades en los trabajadores de los 
diques del Estado, quiero manifestar que lo hemos seguido en todos los Presupuestos y Rendiciones de Cuentas, por lo menos en 
las dos Legislaturas que quien habla ha integrado. 


La delegación que nos visita se refirió a las enfermedades infecto contagiosas. Al respecto, quiero decir que en el nivel de 
desarrollo que ha alcanzado el estudio de la salud mental, se considera que una de las enfermedades más contagiosas es, 
precisamente, la vinculada con las perturbaciones de la salud mental. Por lo tanto, quien trabaja en esa área debe tener una serie 
de contenciones que hoy no tiene. En ese sentido, puedo hablar de lo que ocurre con mis colegas maestros, que actualmente están 


viviendo una situación brutal de tensión por la agresividad y por todos los problemas que existen en la sociedad, lo que termina 
siendo absorbido por los docentes. 


Por otra parte, quiero aclarar que hay otro tema, el de las bonificaciones, que también tiene que ver con la seguridad social porque 
ésta no sólo atiende las jubilaciones y los Seguros de Paro sino también lo relativo a la atención general. Quizás esté equivocada 
porque lo que tengo más presente vinculado al Acto 9 es lo relativo a los docentes, que lo discutimos largamente cuando 
consideramos la reforma de la Seguridad Social. Pero las bonificaciones al nivel de docentes -por lo menos, luego de la dictadura- 
se establecen por Decreto. Quiere decir que no pasaron a ser ley y no sé si en el caso de los infecto contagiosos sí pasaron a 
serlo. 


De acuerdo con las ramas de actividad, hay un conjunto de bonificaciones que fueron establecidas por Decretos del Poder 
Ejecutivo, más allá de que personalmente opine que deben fijarse por ley. 


SEÑORA DA SILVA..- En este caso se hizo a través de un Decreto. Incluso, aquí tengo la copia del Banco de Previsión Social. 


SEÑORA ARISMEND!.- Creo que hay que legislar y tomar en su conjunto todos estos elementos. Además, a partir de la reforma de 
la Seguridad Social, hay una serie de bonificaciones que están vigentes y no sirven para nada porque esos Decretos fueron 
dictados cuando regía el sistema anterior. No se revisó el cálculo de los años en función del nuevo régimen y, entonces, no operan 
porque el marco de la ley es otro y nosotros no legislamos posteriormente en función de eso. 


Por lo tanto, en virtud de la urgencia de la demanda -hay cosas que no pueden esperar- deberíamos elevar el planteo al Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social. Por ejemplo, en el caso de los diques del Estado, parto de la base de que debe haber inspecciones. 
A su vez, en el caso de los trabajadores de Santín Carlos Rossi y de la Colonia Etchepare, habrá que dirigirse al Ministerio de 
Salud Pública, porque si bien no es de nuestra estricta competencia desde el punto de vista de la salud, sí lo es desde el punto de 
vista laboral. Realmente, el hecho de que la salud de los trabajadores de la salud no sea controlada por el Ministerio respectivo, es 
algo bastante difícil de entender. 


Por otro lado, en su momento la Comisión deberá legislar en función del conjunto de los temas. Mientras tanto, esto quizás se 
pueda resolver rápidamente con un Decreto del Poder Ejecutivo o a través de resoluciones administrativas del Banco de Previsión 
Social. 


En definitiva, entiendo que esos son los tres caminos que deberíamos recorrer ante este planteo. 


SEÑOR CARVALHO.- Entre los antecedentes que han tenido la amabilidad de entregarnos, figura un informe firmado por la 
doctora Stella M. de Ben, de fecha 30 de octubre de 1997, relativo al caso del señor Leonel Gancio, en el que describe un ambiente 
laboral realmente penoso de contaminación por partículas de arena en un establecimiento industrial propiedad del Estado 
uruguayo, Ministerio de Defensa Nacional, Armada Nacional. Pretendo medir muy bien mis términos, pero creo que linda con el 
escándalo que desde 1997 en que se constató esto, nada haya mejorado. Evidentemente, se trabaja con una tecnología muy 
anticuada que produce un daño gravísimo al personal de la salud ocupado allí. 


Entonces, adhiriendo a la propuesta de la señora Senadora Arismendi, propongo que también se traslade esta inquietud al 
Ministerio de Defensa Nacional. 


SEÑORA ARISMENDI.- Este es un camino posible. Y aclaro que la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social está 
sesionando con número, a pesar de todo. Igualmente, me gustaría que pudiéramos hacer un intercambio porque el Departamento 
de Salud Laboral de la Central de Trabajadores se desempeña muy bien y ha realizado estudios y aportes interesantes. Si 
pensamos legislar para el futuro sería conveniente que se trabajara con especialistas, asesores y gente de la Facultad. 


SEÑORA DA SILVA.- Hemos mantenido reuniones con representantes de los Ministerios de Trabajo y Seguridad Social y de Salud 
Pública. La Facultad de Medicina, a través de su sector Medicina Ocupacional, ha elaborado un informe sobre su opinión con 
respecto a lo que significa trabajar con pacientes siquiátricos, sobre todo en la actualidad cuando la drogadicción, las 
enfermedades venéreas, la Hepatitis B, el Sida y toda la gama de enfermedades infectocontagiosas se suman a la patología 
siquiátrica. 


El sector de la salud, en general, no ha logrado poner una barrera entre la drogadicción y las alteraciones psiquiátricas. 
Lamentablemente, con las nuevas drogas, como la pasta base, se produce el deterioro del sistema nervioso central. Al parecer, 
nuestro futuro se está terminando ahora. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social agradece la presencia de los representantes de los 
funcionarios de la Administración Central y a los delegados de la Confederación de Organizaciones de Funcionarios del Estado y 
aclara que este Cuerpo continuará estudiando la problemática que se ha planteado. 


No habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 16 y 43 minutos) 


Linea del vie de báaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


